
I 

(Actos legislativos) 

REGLAMENTOS 

REGLAMENTO (UE, Euratom) 2020/2092 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 

de 16 de diciembre de 2020 

sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 322, apartado 1, letra a), 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, y en particular su artículo 106 bis, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los Parlamentos nacionales, 

Visto el dictamen del Tribunal de Cuentas (1), 

De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario (2), 

Considerando lo siguiente: 

(1) La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de 
Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecientes a las minorías, 
consagrados en el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea (TUE). Como señala el artículo 2 del TUE, esos valores 
son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la 
tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres. 

(2) En sus conclusiones de 21 de julio de 2020, el Consejo Europeo declaró que los intereses financieros de la Unión se 
han de proteger de conformidad con los principios generales asentados en los Tratados, en particular los valores 
establecidos en el artículo 2 del TUE. Asimismo, subrayó la importancia de proteger los intereses financieros de la 
Unión y destacó la importancia de respetar el Estado de Derecho. 

(3) El Estado de Derecho requiere que todos los poderes públicos actúen dentro de los límites establecidos por la ley, de 
conformidad con los valores de la democracia y del respeto de los derechos fundamentales establecidos en la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta») y otros instrumentos aplicables, y bajo 
el control de órganos jurisdiccionales independientes e imparciales. Exige, en particular, que se respeten (3) los 

(1) DO C 291 de 17.8.2018, p. 1. 
(2) Posición del Parlamento Europeo de 4 de abril de 2019 (pendiente de publicación en el Diario Oficial) y posición del Consejo en 

primera lectura de 14 de diciembre de 2020. Posición del Parlamento Europeo de 16 de diciembre de 2020 (pendiente de publicación 
en el Diario Oficial). 

(3) Comunicación de la Comisión «Un nuevo marco de la UE para reforzar el Estado de Derecho» [COM(2014)0158 final], anexo I. 
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principios de legalidad (4), que implica un proceso legislativo transparente, responsable, democrático y pluralista; de 
seguridad jurídica (5); de prohibición de la arbitrariedad del poder ejecutivo (6); de tutela judicial efectiva, que incluye 
el acceso a la justicia, por órganos jurisdiccionales independientes e imparciales (7), y de separación de poderes (8). 

(4) Los criterios de adhesión establecidos por el Consejo Europeo de Copenhague en 1993 y reforzados por el Consejo 
Europeo de Madrid en 1995 son las condiciones esenciales que debe cumplir un país candidato para convertirse en 
Estado miembro de la Unión. Dichos criterios están establecidos actualmente en el artículo 49 del TUE. 

(5) Una vez que un país candidato se convierte en Estado miembro, se integra en una construcción jurídica que se basa 
en la premisa fundamental de que cada Estado miembro comparte con todos los demás Estados miembros, y 
reconoce que estos comparten con él, una serie de valores comunes en los que se fundamenta la Unión, como se 
precisa en el artículo 2 TUE. Esta premisa implica y justifica la existencia de una confianza mutua entre los Estados 
miembros en el reconocimiento de esos valores y, por lo tanto, en el respeto del Derecho de la Unión que los 
aplica (9). La legislación y las prácticas de los Estados miembros deben seguir respetando los valores comunes en los 
que se fundamenta la Unión. 

(6) Aunque no existe una jerarquía entre los valores de la Unión, el respeto del Estado de Derecho es esencial para la 
protección de los demás valores fundamentales en los que se fundamenta la Unión, como la libertad, la democracia, 
la igualdad y el respeto de los derechos humanos. El respeto del Estado de Derecho está intrínsecamente vinculado al 
respeto de la democracia y de los derechos fundamentales. No puede haber democracia ni respeto de los derechos 
fundamentales sin respeto del Estado de Derecho, y viceversa. 

(7) Siempre que los Estados miembros ejecuten el presupuesto de la Unión, incluidos los recursos asignados mediante el 
Instrumento de Recuperación de la Unión Europea establecido de conformidad con el Reglamento (UE) 2020/2094 
del Consejo (10) y mediante préstamos y otros instrumentos garantizados por el presupuesto de la Unión, y 
cualquiera que sea su modo de ejecución, el respeto del Estado de Derecho es una condición previa esencial para 
cumplir el principio de buena gestión financiera establecido en el artículo 317 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (TFUE). 

(8) Los Estados miembros solo pueden garantizar la buena gestión financiera si las autoridades públicas actúan 
conforme a Derecho, si los casos de fraude, incluido el fraude fiscal, de evasión fiscal, de corrupción, de conflictos 
de interés y otros incumplimientos del Derecho son efectivamente perseguidos por los servicios encargados de la 
investigación y del ejercicio de la acción penal, y si las decisiones arbitrarias o ilícitas de las autoridades públicas, 
incluidas las autoridades policiales, son objeto de un control judicial efectivo por parte de órganos jurisdiccionales 
independientes y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

(9) La independencia y la imparcialidad de los jueces siempre deben estar garantizadas y los servicios encargados de la 
investigación y del ejercicio de la acción penal deben poder desempeñar adecuadamente sus funciones. Los jueces y 
los servicios encargados de la investigación y del ejercicio de la acción penal deben tener a su disposición los 
recursos financieros y humanos suficientes y los procedimientos que les permitan actuar de manera eficaz y en 
pleno respeto del derecho a un juicio justo e imparcial, incluido el respeto de los derechos de defensa. Las sentencias 
firmes deben ejecutarse de forma efectiva. Estas condiciones son necesarias como garantía mínima frente a 
decisiones ilícitas y arbitrarias de las autoridades públicas que podrían perjudicar a los intereses financieros de la 
Unión. 

(4) Sentencia del Tribunal de Justicia de 29 de abril de 2004, CAS Succhi di Frutta, C-496/99 P, PECLI:EU:C:2004:236, apartado 63. 
(5) Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de noviembre de 1981, Amministrazione delle Finanze dello Stato/Srl Meridionale Industria 

Salumi y otros, Ditta Italo Orlandi & Figlio y Ditta Vincenzo Divella/Amministrazione delle finanze dello Stato. Asuntos acumulados 
212 a 217/80, ECLI:EU:C:1981:270, apartado 10. 

(6) Sentencia del Tribunal de Justicia de 21 de septiembre de 1989, Hoechst, asuntos acumulados 46/87 y 227/88, ECLI:EU:C:1989:337, 
apartado 19. 

(7) Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de febrero de 2018, Associação Sindical dos Juízes Portugueses/Tribunal de Contas C-64/16, 
ECLI:EU:C:2018:117, apartados 31 y 40 a 41. Sentencia del Tribunal de Justicia de 25 de julio de 2018, LM, C-216/18, PPU, ECLI:EU: 
C:2018:586, apartados 63-67. 

(8) Sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de noviembre de 2016, Kovalkovas, C-477/16, ECLI:EU:C:2016:861, apartado 36; sentencia 
del Tribunal de Justicia de 10 de noviembre de 2016, PPU Poltorak, C-452/16, ECLI:EU:C:2016:858, apartado 35; y sentencia del 
Tribunal de Justicia de 22 de diciembre de 2010, DEB, C-279/09, ECLI:EU:C:2010:811, apartado 58. 

(9) Dictamen 2/13, EU:C:2014:2454, apartado 168. 
(10) Reglamento (UE) 2020/2094 del Consejo, de 14 de diciembre de 2020, por el que se establece un Instrumento de Recuperación de la 

Unión Europea para apoyar la recuperación tras la crisis de la COVID-19 (Véase la página23 del presente Diario Oficial). 
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(10) La independencia de los jueces presupone, en particular, que el órgano jurisdiccional en cuestión esté en condiciones 
de ejercer, tanto con arreglo a las normas aplicables como en la práctica, sus funciones jurisdiccionales con plena 
autonomía, sin estar sometido a ningún vínculo jerárquico o de subordinación respecto a terceros y sin recibir 
órdenes ni instrucciones de ningún tipo, cualquiera que sea su procedencia, de tal modo que quede protegido de 
injerencias o presiones externas que puedan hacer peligrar la independencia de sus miembros a la hora de juzgar o 
que puedan influir en sus decisiones. Las garantías de independencia e imparcialidad postulan la existencia de reglas, 
especialmente en lo referente a la composición del órgano, así como al nombramiento, a la duración del mandato y a 
las causas de recusación y cese de sus miembros, que permitan excluir toda duda legítima en el ánimo de los 
justiciables en lo que respecta a la impermeabilidad de dicho órgano frente a elementos externos y en lo que 
respecta a su neutralidad con respecto a los intereses en litigio. 

(11) El respeto del Estado de Derecho es esencial no solo para los ciudadanos de la Unión, sino también para las 
iniciativas empresariales, la innovación, la inversión, la cohesión económica, social y territorial y el correcto 
funcionamiento del mercado interior, que prosperan más cuando existe un marco jurídico e institucional sólido. 

(12) El artículo 19 del TUE, que es la expresión concreta del valor del Estado de Derecho establecido en el artículo 2 del 
TUE, obliga a los Estados miembros a proporcionar una tutela judicial efectiva en los ámbitos cubiertos por el 
Derecho de la Unión, incluidos los referentes a la ejecución del presupuesto de la Unión. La existencia misma de un 
control judicial efectivo destinado a garantizar el cumplimiento del Derecho de la Unión es inherente a un Estado de 
Derecho y requiere órganos jurisdiccionales independientes (11). Resulta primordial preservar la independencia de los 
órganos jurisdiccionales, como lo confirma el artículo 47, párrafo segundo, de la Carta (12). Tal afirmación es 
especialmente cierta respecto del control judicial de la validez de las medidas, los contratos u otros instrumentos 
que den lugar a gastos o deuda públicos, en el contexto, entre otros, de los procedimientos de contratación pública 
que también pueden someterse al control de los órganos jurisdiccionales. 

(13) Existe por lo tanto una clara relación entre el respeto del Estado de Derecho y la ejecución eficiente del presupuesto 
de la Unión de conformidad con el principio de buena gestión financiera. 

(14) La Unión ha desarrollado diversos instrumentos y procesos que fomentan el Estado de Derecho y su aplicación, 
como el apoyo financiero a las organizaciones de la sociedad civil, el Mecanismo Europeo del Estado de Derecho y 
el cuadro de indicadores de la justicia en la UE, y que ofrecen una respuesta eficaz de las instituciones de la Unión a 
las vulneraciones del Estado de Derecho mediante el procedimiento de incumplimiento y el procedimiento 
establecido en el artículo 7 del TUE. El mecanismo establecido en el presente Reglamento complementa estos 
instrumentos protegiendo el presupuesto de la Unión frente a las vulneraciones de los principios del Estado de 
Derecho que afectan a su buena gestión financiera o a la protección de los intereses financieros de la Unión. 

(15) Las vulneraciones de los principios del Estado de Derecho, en particular las que afectan al buen funcionamiento de 
las autoridades públicas y al control judicial efectivo, pueden atentar gravemente contra los intereses financieros de 
la Unión. Así sucede con las vulneraciones puntuales de los principios del Estado de Derecho y, más aún, con las 
vulneraciones generalizadas o debidas a prácticas u omisiones reiteradas por parte de las autoridades públicas, o a 
medidas generales adoptadas por tales autoridades. 

(16) La detección de las vulneraciones de los principios del Estado de Derecho precisa una evaluación cualitativa 
exhaustiva por parte de la Comisión. Dicha evaluación debe ser objetiva, imparcial y justa, y debe tener en cuenta la 
información pertinente procedente de fuentes disponibles e instituciones reconocidas, como las sentencias del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, los informes del Tribunal de Cuentas, el informe anual sobre el Estado de 
Derecho y el cuadro de indicadores de la justicia en la UE de la Comisión, los informes de la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude (OLAF) y de la Fiscalía Europea, según corresponda, y las conclusiones y recomendaciones 
de las organizaciones y redes internacionales pertinentes, incluidos órganos del Consejo de Europa como el Grupo 
de Estados contra la Corrupción (GRECO) y la Comisión de Venecia, en particular su lista de criterios relativos al 
Estado de Derecho, y las redes europeas de tribunales supremos y consejos del poder judicial. La Comisión podría 
consultar a la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y a la Comisión de Venecia si ello fuera 
necesario a fin de efectuar una evaluación cualitativa exhaustiva. 

(11) Asunto C-64/16, apartados 32 a 36. 
(12) Asunto C-64/16, apartados 40 y 41. 
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(17) Las medidas contempladas en el presente Reglamento son necesarias, en particular, en los casos en que otros 
procedimientos establecidos en la legislación de la Unión no permitan proteger el presupuesto de la Unión de 
manera más eficaz. La legislación financiera de la Unión y las normas sectoriales y financieras aplicables ofrecen 
diversas posibilidades para proteger el presupuesto de la Unión, como las interrupciones, suspensiones o 
correcciones financieras vinculadas a irregularidades o a deficiencias graves en los sistemas de gestión y control. Es 
preciso determinar las medidas que deben adoptarse en caso de vulneraciones de los principios del Estado de 
Derecho y el procedimiento que debe seguirse para la adopción de tales medidas. Entre ellas se deben incluir la 
suspensión de los pagos y de los compromisos, la suspensión del desembolso de los tramos o el reembolso 
anticipado de préstamos, la reducción de la financiación prevista en compromisos existentes y la prohibición de 
contraer nuevos compromisos con los beneficiarios o de suscribir nuevos acuerdos sobre préstamos u otros 
instrumentos garantizados por el presupuesto de la Unión. 

(18) El principio de proporcionalidad debe aplicarse al determinar las medidas que han de adoptarse, teniendo en cuenta 
en particular la gravedad de la situación, el tiempo transcurrido desde el inicio de la actuación de que se trate, la 
duración y recurrencia de esta, la intención y el grado de colaboración del Estado miembro de que se trate para 
poner fin a las vulneraciones de los principios del Estado de Derecho, así como los efectos en la buena gestión 
financiera del presupuesto de la Unión o los intereses financieros de la Unión. 

(19) Es fundamental que los intereses legítimos de los destinatarios y beneficiarios finales queden adecuadamente 
protegidos al adoptarse las medidas en caso de vulneraciones de los principios del Estado de Derecho. Cuando la 
Comisión considere la adopción de medidas, debe tener en cuenta su posible repercusión para los destinatarios y 
beneficiarios finales. Habida cuenta de que, en la gestión compartida, los pagos de la Comisión a los Estados 
miembros son jurídicamente independientes de los pagos de las autoridades nacionales a los beneficiarios, no debe 
considerarse que las medidas adecuadas en virtud del presente Reglamento afecten a la disponibilidad de 
financiación para los pagos a los beneficiarios dentro de los plazos de pago establecidos en las normas sectoriales y 
financieras aplicables. Las decisiones adoptadas con arreglo al presente Reglamento y las obligaciones para con los 
destinatarios o beneficiarios finales establecidas en el presente Reglamento forman parte del Derecho de la Unión 
aplicable con respecto a la ejecución de la financiación en régimen de gestión compartida. Los Estados miembros 
afectados por las medidas deben informar periódicamente a la Comisión sobre el cumplimiento de sus obligaciones 
para con los destinatarios o beneficiarios finales. La presentación de informes sobre el cumplimiento de las 
obligaciones de pago para con los beneficiarios establecidas en las normas sectoriales y financieras aplicables debe 
permitir a la Comisión comprobar que las decisiones adoptadas en virtud del presente Reglamento no afectan en 
modo alguno, directa o indirectamente, a los pagos que deban efectuarse con arreglo a las normas sectoriales y 
financieras aplicables.  

Para reforzar la protección de los destinatarios o beneficiarios finales, la Comisión debe facilitar información y 
orientaciones a través de un sitio web o un portal de internet, junto con las herramientas adecuadas para que se le 
informe sobre cualquier incumplimiento de la obligación legal por parte de las entidades públicas y los Estados 
miembros de seguir efectuando los pagos una vez adoptadas las medidas sobre la base del presente Reglamento. La 
Comisión debe realizar un seguimiento de dicha información para comprobar si se han respetado las normas 
aplicables, en particular el artículo 63, el artículo 68, apartado 1, letra b), y el artículo 98 del Reglamento (UE) …/… 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de …, por el que se establecen las disposiciones comunes relativas al Fondo 
Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo Plus, al Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo Marítimo 
y de Pesca, así como las normas financieras para dichos Fondos y para el Fondo de Asilo y Migración, el Fondo de 
Seguridad Interior y el Instrumento de Gestión de las Fronteras y Visados (13). Cuando sea necesario, a fin de 
garantizar que cualquier importe adeudado por entidades públicas o Estados miembros se abone efectivamente a los 
destinatarios o beneficiarios finales, la Comisión debe recuperar los pagos efectuados o, en su caso, efectuar una 
corrección financiera reduciendo la ayuda de la Unión a un programa en consonancia con las normas sectoriales y 
financieras aplicables. 

(20) A fin de garantizar condiciones uniformes de ejecución del presente Reglamento y habida cuenta de la importancia 
de los efectos financieros de las medidas adoptadas en virtud de este, deben conferirse al Consejo competencias de 
ejecución, el cual ha de actuar sobre la base de una propuesta de la Comisión. 

(13) Aún no publicado en el Diario Oficial. 
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(21) Antes de proponer la adopción de cualquier medida en virtud del presente Reglamento, la Comisión debe notificar al 
Estado miembro de que se trate los motivos por los que considera que podrían haberse producido en él 
vulneraciones de los principios del Estado de Derecho. La Comisión debe informar sin demora al Parlamento 
Europeo y al Consejo de tal notificación y su contenido. El Estado miembro de que se trate debe tener la posibilidad 
de presentar sus observaciones, que la Comisión y el Consejo deben tomar en consideración. 

(22) Al establecer plazos de conformidad con el presente Reglamento para el Estado miembro de que se trate, la Comisión 
debe tener en cuenta, en particular, la cantidad de información facilitada y solicitada, la complejidad de los hechos 
pertinentes y de su evaluación, así como la capacidad administrativa de dicho Estado miembro. 

(23) Si la Comisión, tras analizar las observaciones del Estado miembro de que se trate, considera que se cumplen las 
condiciones para la adopción de medidas, debe presentar una propuesta de adopción de medidas adecuadas al 
Consejo. En el plazo de un mes, que puede prorrogarse excepcionalmente dos meses adicionales como máximo, el 
Consejo debe pronunciarse mediante una decisión de ejecución sobre la propuesta de la Comisión de adopción de 
medidas adecuadas. Con el fin de garantizar que el Consejo tome la decisión en tales plazos, la Comisión debe 
ejercer sus facultades con arreglo al artículo 237 del TFUE y al Reglamento interno del Consejo (14) de la manera 
más adecuada. 

(24) Una vez adoptada cualquier medida de conformidad con el presente Reglamento, la Comisión debe hacer un 
seguimiento periódico de la situación en el Estado miembro de que se trate. La Comisión debe volver a evaluar la 
situación cuando el Estado miembro de que se trate adopte nuevas medidas correctoras o, en cualquier caso, a más 
tardar un año después de la adopción de las medidas. 

(25) El Consejo debe, a propuesta de la Comisión, levantar las medidas que tengan efecto suspensivo si la situación 
conducente a su imposición ha sido suficientemente subsanada. 

(26) El procedimiento de adopción y levantamiento de las medidas debe respetar los principios de objetividad, no 
discriminación e igualdad de trato de los Estados miembros y debe desarrollarse con arreglo a un planteamiento 
imparcial y basado en pruebas. Si, excepcionalmente, el Estado miembro de que se trate considera que se han 
producido vulneraciones graves de dichos principios, puede solicitar al presidente del Consejo Europeo que someta 
el asunto al siguiente Consejo Europeo. En tales circunstancias excepcionales, no debe adoptarse ninguna decisión 
relativa a las medidas hasta que el Consejo Europeo haya deliberado al respecto. Este proceso no debe, en principio, 
demorarse más de tres meses a partir del momento en que la Comisión haya presentado su propuesta al Consejo. 

(27) La Comisión debe mantener informado al Parlamento Europeo de toda medida propuesta, adoptada y levantada con 
arreglo al presente Reglamento. 

(28) La Comisión debe informar al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la aplicación del presente Reglamento. Al 
informar al Parlamento Europeo y al Consejo, la Comisión debe considerar, además de la eficacia de las medidas 
adoptadas, la eficacia global del procedimiento establecido en el presente Reglamento y la complementariedad de 
este instrumento con otros. 

(29) El presente Reglamento no debe afectar a la competencia de la Fiscalía Europea ni a las obligaciones de los Estados 
miembros que no participen en la cooperación reforzada establecida por el Reglamento (UE) 2017/1939 del 
Consejo (15). 

(14) Decisión 2009/937/UE del Consejo, de 1 de diciembre de 2009, por la que se aprueba su Reglamento interno (DO L 325 de 
11.12.2009, p. 35). 

(15) Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, por el que se establece una cooperación reforzada para la 
creación de la Fiscalía Europea (DO L 283 de 31.10.2017, p. 1). 
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HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

Objeto 

El presente Reglamento establece las disposiciones necesarias para la protección del presupuesto de la Unión en caso de 
vulneración de los principios del Estado de Derecho en los Estados miembros. 

Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

a) «Estado de Derecho», el valor de la Unión consagrado en el artículo 2 del TUE. Comprende los principios de legalidad, 
que implica un proceso legislativo transparente, democrático, pluralista y sujeto a rendición de cuentas; de seguridad 
jurídica; de prohibición de la arbitrariedad del poder ejecutivo; de tutela judicial efectiva, que incluye el acceso a la 
justicia, por parte de órganos jurisdiccionales independientes e imparciales, también en lo que respecta a los derechos 
fundamentales; de separación de poderes, y de no discriminación e igualdad ante la ley. El Estado de Derecho se 
entenderá habida cuenta de los demás valores y principios de la Unión consagrados en el artículo 2 del TUE; 

b) «entidad pública», toda autoridad pública en cualquier nivel de la administración, incluidas las autoridades nacionales, 
regionales y locales, así como las organizaciones de los Estados miembros en el sentido del artículo 2, punto 42, del 
Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo (16) (en lo sucesivo, «Reglamento 
Financiero»). 

Artículo 3 

Vulneración de los principios del Estado de Derecho 

A los efectos del presente Reglamento se podrá considerar indicio de vulneración de los principios del Estado de Derecho lo 
siguiente: 

a) poner en peligro la independencia de los jueces; 

b) no impedir, corregir o sancionar decisiones arbitrarias o ilícitas por parte de las autoridades públicas, incluidas las 
autoridades policiales, retener recursos financieros y humanos que afecten a su buen funcionamiento, o no garantizar 
la ausencia de conflictos de interés; 

c) limitar la disponibilidad y eficacia de las vías de recurso judicial, a través, entre otros medios, de normas procesales 
restrictivas y de la no ejecución de las resoluciones judiciales, o limitar la investigación, la persecución o sanción 
efectivos de las infracciones del Derecho. 

Artículo 4 

Condiciones para la adopción de medidas 

1. Se adoptarán medidas adecuadas cuando se determine de conformidad con el artículo 6 que una vulneración de los 
principios del Estado de Derecho en un Estado miembro afecta o amenaza con afectar gravemente la buena gestión 
financiera del presupuesto de la Unión o la protección de los intereses financieros de la Unión de un modo suficientemente 
directo. 

(16) Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras 
aplicables al presupuesto general de la Unión, por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.o 1296/2013, (UE) n.o 1301/2013, (UE) 
n.o 1303/2013, (UE) n.o 1304/2013, (UE) n.o 1309/2013, (UE) n.o 1316/2013, (UE) n.o 223/2014 y (UE) n.o 283/2014 y la Decisión 
n.o 541/2014/UE y por el que se deroga el Reglamento (UE, Euratom) n.o 966/2012 (DO L 193 de 30.7.2018, p. 1). 
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2. A los efectos del presente Reglamento, la vulneración de los principios del Estado de Derecho se referirá a uno o 
varios de los aspectos siguientes: 

a) el buen funcionamiento de las autoridades que ejecutan el presupuesto de la Unión, incluidos los préstamos y otros 
instrumentos garantizados por el presupuesto de la Unión, en particular en el contexto de procedimientos de 
contratación pública o de subvención; 

b) el buen funcionamiento de las autoridades que realizan el control financiero, la supervisión y las auditorías, y el buen 
funcionamiento de unos sistemas de gestión financiera y rendición de cuentas eficaces y transparentes; 

c) el buen funcionamiento de los servicios de investigación y de la fiscalía en relación con la investigación y el ejercicio de 
la acción penal por fraude, en particular por fraude fiscal, corrupción u otras infracciones del Derecho de la Unión 
relativas a la ejecución del presupuesto de la Unión o a la protección de los intereses financieros de la Unión; 

d) el control judicial efectivo, por órganos jurisdiccionales independientes, de las acciones u omisiones de las autoridades a 
que se refieren las letras a), b) y c); 

e) la prevención y la sanción del fraude, incluidos el fraude fiscal, la corrupción u otras infracciones del Derecho de la 
Unión relativas a la ejecución del presupuesto de la Unión o a la protección de los intereses financieros de la Unión, y la 
imposición de sanciones eficaces y disuasorias a los beneficiarios por los órganos jurisdiccionales o por las autoridades 
administrativas; 

f) la recuperación de los fondos indebidamente pagados; 

g) la cooperación eficaz y en tiempo oportuno con la OLAF y, a reserva de la participación del Estado miembro de que se 
trate, con la Fiscalía Europea en sus investigaciones o ejercicio de la acción penal en virtud de los actos de la Unión 
aplicables, de conformidad con el principio de cooperación leal; 

h) otras situaciones o actuaciones de las autoridades que sean pertinentes para la buena gestión financiera del presupuesto 
de la Unión o para la protección de los intereses financieros de la Unión. 

Artículo 5 

Medidas para la protección del presupuesto de la Unión 

1. Siempre que se cumplan las condiciones del artículo 4 del presente Reglamento, podrán adoptarse de conformidad 
con el procedimiento establecido en el artículo 6 del presente Reglamento una o varias de las siguientes medidas adecuadas: 

a) en caso de que la Comisión ejecute el presupuesto de la Unión en régimen de gestión directa o indirecta con arreglo al 
artículo 62, apartado 1, letras a) y c), del Reglamento Financiero, y el beneficiario sea una entidad pública: 

i) la suspensión de los pagos o de la ejecución del compromiso jurídico o la resolución del compromiso jurídico con 
arreglo al artículo 131, apartado 3, del Reglamento Financiero; 

ii) la prohibición de contraer nuevos compromisos jurídicos; 

iii) la suspensión del desembolso total o parcial de los tramos o el reembolso anticipado de préstamos garantizados por 
el presupuesto de la Unión; 

iv) la suspensión o reducción de la ventaja económica obtenida en virtud de un instrumento garantizado por el 
presupuesto de la Unión; 

v) la prohibición de suscribir nuevos acuerdos sobre préstamos u otros instrumentos garantizados por el presupuesto 
de la Unión; 

b) en caso de que la Comisión ejecute el presupuesto de la Unión en régimen de gestión compartida con los Estados 
miembros con arreglo al artículo 62, apartado 1, letra b), del Reglamento Financiero: 

i) la suspensión de la aprobación de uno o más programas o su modificación; 

ii) la suspensión de los compromisos; 

iii) la reducción de los compromisos, incluso mediante correcciones financieras o transferencias a otros programas de 
gasto; 

iv) la reducción de la prefinanciación; 

v) la interrupción de los plazos de pago; 

vi) la suspensión de los pagos. 
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2. Salvo que se disponga de otro modo en la decisión por la que se adopten las medidas, la imposición de medidas 
adecuadas no afectará a las obligaciones de las entidades públicas a que se refiere el apartado 1, letra a), o de los Estados 
miembros a que se refiere el apartado 1, letra b), de ejecutar el programa o el fondo afectado por la medida ni, en 
particular, a las obligaciones que tengan respecto de los destinatarios o beneficiarios finales, tampoco a la obligación de 
efectuar pagos con arreglo al presente Reglamento y a las normas sectoriales o financieras aplicables. Cuando ejecuten 
fondos de la Unión en régimen de gestión compartida, los Estados miembros a los que afecten las medidas adoptadas en 
virtud del presente Reglamento informarán a la Comisión sobre el cumplimiento de dichas obligaciones cada tres meses a 
partir de la adopción de dichas medidas. 

La Comisión comprobará si se ha cumplido la normativa aplicable y, en caso necesario, adoptará todas las medidas 
adecuadas para proteger el presupuesto de la Unión, en consonancia con las normas sectoriales y financieras. 

3. Las medidas adoptadas serán proporcionadas. Se determinarán a la luz de las repercusiones reales o potenciales que 
tenga la vulneración de los principios del Estado de Derecho en la correcta gestión financiera del presupuesto de la Unión 
o en los intereses financieros de la Unión. Se tendrán debidamente en cuenta la naturaleza, la duración, la gravedad y el 
alcance de la vulneración de los principios del Estado de Derecho. Las medidas se centrarán, en la medida de lo posible, en 
las acciones de la Unión que se vean afectadas por la vulneración. 

4. La Comisión proporcionará a través de un sitio web o de un portal de internet información y orientaciones para los 
destinatarios o beneficiarios finales sobre las obligaciones de los Estados miembros contempladas en el apartado 2. La 
Comisión proporcionará asimismo, en el mismo sitio web o portal de internet, herramientas adecuadas para los 
destinatarios o beneficiarios finales con el fin de informar a la Comisión sobre cualquier incumplimiento de esas 
obligaciones que, en opinión de los destinatarios o beneficiarios finales, les afecte directamente. El presente apartado se 
aplicará de modo que garantice la protección de los denunciantes de infracciones del Derecho de la Unión, en consonancia 
con los principios establecidos en la Directiva (EU) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo (17). La información 
facilitada por los destinatarios o beneficiarios finales de conformidad con el presente apartado irá acompañada de la 
prueba de que el destinatario o beneficiario final de que se trate ha presentado una reclamación formal a la autoridad 
competente del Estado miembro de que se trate. 

5. Basándose en la información que faciliten los destinatarios o beneficiarios finales de conformidad con el apartado 4 
del presente artículo, la Comisión hará todo lo posible para garantizar que todo importe adeudado por entidades públicas 
o Estados miembros en virtud del apartado 2 del presente artículo se abone efectivamente a los destinatarios o 
beneficiarios finales, de conformidad, en particular, con el artículo 63, el artículo 68, apartado 1, letra b), y el artículo 98 
del Reglamento (UE) …/… del Parlamento Europeo y del Consejo, de …, por el que se establecen las disposiciones 
comunes relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo Plus, al Fondo de Cohesión y al 
Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, así como las normas financieras para dichos Fondos y para el Fondo de Asilo y 
Migración, el Fondo de Seguridad Interior y el Instrumento de Gestión de las Fronteras y Visados. 

Artículo 6 

Procedimiento 

1. Cuando la Comisión constate que existen motivos razonables para considerar que se cumplen las condiciones del 
artículo 4, remitirá al Estado miembro de que se trate una notificación escrita en la que exponga los elementos objetivos y 
los motivos específicos en los que base sus constataciones, a menos que considere que otros procedimientos establecidos 
en la legislación de la Unión permitan proteger el presupuesto de la Unión de manera más eficaz. La Comisión informará 
sin demora al Parlamento Europeo y al Consejo sobre tal notificación y su contenido. 

2. A la luz de la información recibida con arreglo al apartado 1, el Parlamento Europeo podrá invitar a la Comisión a un 
diálogo estructurado sobre sus constataciones. 

3. Al evaluar si se cumplen las condiciones del artículo 4, la Comisión tendrá en cuenta información pertinente 
procedente de fuentes disponibles, incluidas decisiones, conclusiones y recomendaciones de las instituciones de la Unión, 
otras organizaciones internacionales pertinentes y otras instituciones reconocidas. 

(17) Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas 
que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión (DO L 305 de 26.11.2019, p. 17). 
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4. La Comisión podrá solicitar toda la información adicional que necesite para llevar a cabo la evaluación a que se refiere 
el apartado 3, tanto antes como después de haber remitido la notificación por escrito de conformidad con el apartado 1. 

5. El Estado miembro de que se trate proporcionará la información requerida y podrá formular sus observaciones en 
relación con las constataciones incluidas en la notificación a que se refiere el apartado 1 en un plazo indicado por la 
Comisión, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a tres meses a partir de la fecha de notificación de las 
constataciones. En sus observaciones, el Estado miembro podrá proponer la adopción de medidas correctoras para 
abordar las constataciones incluidas en la notificación de la Comisión. 

6. Al decidir si presenta una propuesta de decisión de ejecución sobre las medidas adecuadas, la Comisión tendrá en 
cuenta la información recibida y las observaciones formuladas por el Estado miembro de que se trate, así como la 
adecuación de las medidas correctoras propuestas. La Comisión llevará a cabo su evaluación en el plazo indicativo de un 
mes a partir de la recepción de la información del Estado miembro de que se trate o de sus observaciones, o, de no recibir 
información u observaciones, a partir del vencimiento del plazo fijado de conformidad con el apartado 5, y, en cualquier 
caso, en un plazo de tiempo razonable. 

7. En caso de que la Comisión tenga intención de presentar una propuesta con arreglo al apartado 9, antes de 
presentarla, dará al Estado miembro la oportunidad de presentar sus observaciones, en particular en cuanto a la 
proporcionalidad de las medidas previstas, en el plazo de un mes. 

8. Al valorar la proporcionalidad de las medidas que se impongan, la Comisión tendrá en cuenta la información y las 
orientaciones a que se refiere el apartado 3. 

9. En caso de que la Comisión considere que se cumplen las condiciones del artículo 4 y que las eventuales medidas 
correctoras propuestas por el Estado miembro en virtud del apartado 5 no responden adecuadamente a las constataciones 
incluidas en su notificación, presentará al Consejo una propuesta de decisión de ejecución sobre las medidas adecuadas en 
el plazo de un mes a partir de la recepción de las observaciones del Estado miembro o, de no haberse formulado 
observaciones, sin demora indebida y en todo caso en el plazo de un mes a partir del plazo fijado en el apartado 7. La 
propuesta expondrá los motivos específicos y las pruebas en que la Comisión haya basado sus constataciones. 

10. El Consejo adoptará la decisión de ejecución a que se refiere el apartado 9 del presente artículo en el plazo de un mes 
a partir de la recepción de la propuesta de la Comisión. En casos excepcionales, el plazo de adopción de dicha decisión de 
ejecución podrá prorrogarse por dos meses como máximo. A fin de garantizar una decisión en tiempo oportuno, la 
Comisión ejercerá los derechos que le confiere el artículo 237 del TFUE siempre que lo considere adecuado. 

11. El Consejo, por mayoría cualificada, podrá modificar la propuesta de la Comisión y adoptar el texto modificado 
mediante una decisión de ejecución. 

Artículo 7 

Levantamiento de las medidas 

1. El Estado miembro de que se trate podrá adoptar en todo momento nuevas medidas correctoras y presentar a la 
Comisión una notificación escrita que incluya pruebas para demostrar que han dejado de cumplirse las condiciones del 
artículo 4. 

2. A petición del Estado miembro de que se trate, o por propia iniciativa y a más tardar un año después de la adopción 
de medidas por el Consejo, la Comisión volverá a evaluar la situación en el Estado miembro de que se trate teniendo en 
cuenta toda prueba aportada por este, así como la adecuación de cualquier nueva medida correctora adoptada por el 
Estado miembro de que se trate. 

En caso de que la Comisión considere que han dejado de cumplirse las condiciones del artículo 4, presentará al Consejo una 
propuesta de decisión de ejecución por la que se levanten las medidas adoptadas. 

En caso de que la Comisión considere que la situación que condujo a la adopción de medidas ha sido parcialmente 
subsanada, presentará al Consejo una propuesta de decisión de ejecución por la que se adapten las medidas adoptadas. 
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En caso de que la Comisión considere que la situación que condujo a la adopción de medidas no ha sido subsanada, dirigirá 
al Estado miembro de que se trate una decisión motivada e informará al Consejo al respecto. 

Cuando el Estado miembro de que se trate presente una notificación escrita de conformidad con el apartado 1, la Comisión 
presentará su propuesta o adoptará su decisión en el plazo de un mes a partir de la recepción de dicha notificación. Este 
plazo podrá prorrogarse en circunstancias debidamente justificadas, en cuyo caso la Comisión informará sin demora al 
Estado miembro de que se trate de los motivos de la prórroga. 

Se aplicará por analogía el procedimiento establecido en el artículo 6, apartados 3, 4, 5, 6, 9, 10 y 11, según corresponda. 

3. En caso de que se levanten las medidas relativas a la suspensión de la aprobación de uno o más programas o sus 
modificaciones a que se refiere el artículo 5, apartado 1, letra b), inciso i), o a la suspensión de compromisos a que se 
refiere el artículo 5, apartado 1, letra b), inciso ii), los importes correspondientes a los compromisos suspendidos se 
consignarán en el presupuesto de la Unión, a reserva de lo dispuesto en el artículo 5 del Reglamento (UE, Euratom) 
2020/2093 (18). Los compromisos suspendidos del ejercicio n no podrán consignarse en el presupuesto después del 
ejercicio n+2. 

Artículo 8 

Información al Parlamento Europeo 

La Comisión informará inmediatamente al Parlamento Europeo de toda medida propuesta o adoptada o levantada con 
arreglo a los artículos 5, 6 y 7. 

Artículo 9 

Presentación de informes 

La Comisión informará a más tardar el 12 de enero de 2024 al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la aplicación del 
presente Reglamento, en particular en cuanto a la eficacia de las medidas adoptadas. 

Artículo 10 

Entrada en vigor 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Será aplicable a partir del 1 de enero de 2021. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada 
Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 16 de diciembre de 2020. 

Por el Parlamento Europeo 
El Presidente 

D. M. SASSOLI 

Por el Consejo 
El Presidente 
M. ROTH     

(18) Reglamento (UE, Euratom) 2020/2093 del Consejo, de 17 de diciembre de 2020, por el que se establece el marco financiero 
plurianual para el período 2021-2027 (Véase la página 11 del presente Diario Oficial). 
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